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1. CONCEPTO 

A pesar de las múltiples alusiones al concepto de planificación fiscal, realizadas 
por la doctrina, la jurisprudencia o diferentes organizaciones internacionales, 
carecemos de una definición legal y autónoma que precise su alcance. Ni 
siquiera aquellas disposiciones directamente dirigidas a condicionar esta 
actividad, o a determinar su licitud o ilicitud, nos ofrecen una definición normativa; 
lo que nos obliga en primer lugar, a establecer qué debe entenderse por dicha 
planificación, particularmente en su vertiente internacional. 

A estos efectos, si atendemos al sentido usual y común del término, y siguiendo 
a la Real Academia Española, debemos entender por “planificación” un “plan 
general, metódicamente organizado y frecuentemente de gran amplitud, para 
obtener un objetivo determinado.”. Por su parte, “plan” se define como un 
“modelo sistemático de una actuación …, que se elabora anticipadamente para 
dirigirla y encauzarla”. Por último, la primera acepción del adjetivo “fiscal”, 
caracteriza el sustantivo previo como “perteneciente o relativo al fisco”, mientras 
que “internacional” lo haría “perteneciente o relativo a dos o más naciones” (en 
nuestro ámbito, jurisdicciones fiscales).  

Algunas notas merecen ser destacadas a la luz del significado otorgado a la 
expresión.  

En primer lugar, la idea de plan como un modelo sistemático preparado de 
antemano para orientar la actuación del sujeto, nos remite, tanto a una actividad 
intelectiva, de carácter voluntario y consciente, como a una actividad de 
naturaleza prospectiva, consistente en representarse de forma anticipada las 
consecuencias futuras de las actuaciones previstas, a fin de alcanzar el resultado 
deseado.  
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En segundo lugar, confluye en la planificación un componente deliberativo. El 
sujeto plantea un abanico de actuaciones alternativas y las eventuales 
consecuencias de cada una de ellas, optando por aquellas alternativas cuyas 
consecuencias resultan adecuadas a la finalidad perseguida, y simultáneamente 
descartando aquellas que lo obstaculizan. Además, la necesidad de 
representarse de manera anticipada las consecuencias fiscales, requiere del 
planificador un conocimiento técnico-fiscal, que, en el caso de la planificación 
fiscal internacional, se despliega sobre los ordenamientos afectados y sobre las 
categorías jurídicas propias del sistema fiscal internacional.  

En tercer lugar, las referencias en el significado del término a su carácter 
organizado y a su frecuente amplitud nos hablan de la posible concurrencia de 
un conjunto de operaciones estructuradas (concatenadas o no), cuyo sentido 
último no necesariamente resulta aprehensible si dichas operaciones son 
analizadas de forma aislada, sino que éste sólo o en todo caso es apreciable, 
cuando se contemplan a la luz del objetivo perseguido.  

Como última nota, es precisamente esta finalidad deliberadamente buscada, la 
clave de bóveda del concepto, no sólo por dirigir o encauzar las actuaciones que 
se van perfilando durante la elaboración del plan, o por dotarlas de coherencia, 
sino, sobre todo, por constituir su fundamento o ratio última. En efecto, los 
objetivos o la finalidad perseguida con la planificación, a tenor de su carácter 
funcional u operativo (orientar las operaciones que se planifican), permiten 
enjuiciar, entre otros aspectos, la adecuación del diseño y prever su eficacia; 
pero es en su dimensión teleológica en la que en nuestro ámbito jurídico-
tributario adquiere una singular relevancia, al erigirse en uno de los criterios 
determinantes para apreciar su licitud. 

La neutralidad semántica, derivada de la ausencia de un contenido material 
predeterminado que nos permita inferir una concreta orientación finalista en la 
expresión “planificación fiscal internacional”, pone de manifiesto que, strictu 
sensu, no cabe atribuirla un objetivo necesariamente vinculado con el ahorro 
impositivo. De hecho, como bien señala SÁNCHEZ HUETE, en la planificación fiscal 
pueden concurrir una pluralidad heterogénea de fines tan amplios que 
abarcarían desde la actividad delictiva, hasta la consumación de los más 
exigentes principios éticos1. 

Dicho lo cual, es innegable, que uno de los fines primarios de la planificación 
fiscal internacional lo constituye la disminución de la carga tributaria o su 
diferimiento, lo que en modo alguno debe prejuzgar per se ni su ilicitud, ni como 
posteriormente sostendremos, su incompatibilidad con una actuación 
moralmente irreprochable, o socialmente responsable y sostenible por parte de 
quien así actúa. 

Realizadas estas consideraciones sobre el significado usual o común de la 
expresión, entenderemos a los efectos del presente capítulo por planificación 
fiscal internacional, la actividad premeditada, sistemática y previa que tiene como 

 
1 Incluso, como indica dicho autor, una planificación fiscal inserta en el delito de blanqueo de 

capitales, puede perseguir un incremento de las aportaciones a las arcas públicas, si ello permite sustanciar 

el afloramiento de determinados activos. Igualmente, puede perseguir ahorros indirectos derivados de 

acogerse a regímenes formales menos gravosos, como los de estimación objetiva; materializar convicciones 

vinculadas con la objeción fiscal; o incorporar al objeto social actividades fiscalmente incentivadas. Véase 

SÁNCHEZ HUETE (2010). 
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objetivo, tras el análisis de los ordenamientos tributario de dos o más 
jurisdicciones, la selección de aquellas operaciones, inversiones, actos o 
negocios, que permitan optimizar la carga tributaria material o formal del obligado 
tributario2.  

Una actividad, por lo demás, lícita, que de hecho a nuestro juicio entronca con la 
diligencia debida del buen padre de familia o del comerciante, y con la autonomía 
de la voluntad del obligado tributario, pero que encuentra sus límites en los 
ordenamientos afectados cuando se derivan consecuencias indeseadas o no 
queridas para los mismos. De ahí que resulte imprescindible distinguir entre la 
planificación fiscal internacional lícita (identificada aquí con la economía de 

 
2 Existen múltiples definiciones que nos aproximan a este concepto. RODRÍGUEZ SANTOS (2005 y 

2007) entiende por planificación fiscal internacional el sometimiento de una cierta actividad o proceso a un 

plan que tiene en cuenta su trascendencia en los ordenamientos fiscales de dos o más Estados. Para PRIETO 

JANO (1995) la planificación fiscal internacional puede entenderse como la reflexión y cálculo de antemano 

de la forma de optimizar la utilización de la normativa reguladora de los impuestos con que se gravan las 

operaciones que se llevan a cabo en el exterior de un país, con el afán de que la carga fiscal sea la menor 

posible; pero, eso sí, dentro de la legalidad. ALBI IBÁÑEZ (1993) considera que la planificación fiscal puede 

entenderse como la utilización de las disposiciones legales existentes para rebajar, diferir o eliminar las 

cargas impositivas. Para este autor, la lógica de la planificación fiscal internacional es mitigar o diferir 

legalmente los costes tributarios utilizando los países adecuados para localizar la realización de inversiones 

y la emisión de instrumentos financieros o para situar activos. ROSEMBUJ (2011) señala que con la 

planificación fiscal se trata de pagar el impuesto que debe pagarse. Nada precluye el derecho de defensa 

del contribuyente a la correcta calificación de los hechos o la aplicación en un sentido último; pero, siempre, 

dentro del ámbito del deber, aunque mínimo, de contribuir al gasto público. Para ARESPACOCHAGA (1996), 

la planificación fiscal consistiría en elegir entre opciones fiscales, buscando la alternativa que permita 

minimizar la carga tributaria mediante la elección de la vía de acción más eficiente entre todas las 

alternativas legales posibles. En el mismo sentido, DOMÍNGUEZ BARRERO y LÓPEZ LABORDA (2001) 

señalan que se trata de buscar la mejor alternativa dentro de un marco normativo dado, es decir, sin abuso 

de las formas jurídicas. ROSEN (2007) recoge una afirmación de la jurisprudencia norteamericana muy 

gráfica: “Los tribunales han declarado una y otra vez que no hay nada perverso en tratar de organizar los 

asuntos de uno con el fin de pagar los menores impuestos posibles. Todo el mundo lo hace, los ricos y los 

pobres; y todos hacen bien en intentarlo, porque nadie tiene el deber público de pagar más de lo que la ley 

exige… Exigir más en nombre de la ética es mera hipocresía”. Por su parte, PÉREZ ROYO (2005) recoge de 

la jurisprudencia británica, en el caso IRC vs. Duke of Westminster de 1936 la siguiente declaración “cada 

hombre tiene el derecho de ordenar sus asuntos, si es que puede, de la manera que le sea más conveniente 

para que la cantidad a pagar al Fisco sea la menor posible”.  

La jurisprudencia, sin embargo, no aporta definiciones, ni ha perfilado en sus “obiter dicta” el 

concepto, aunque no es infrecuente que la mencione en el relato fáctico si así se recoge en las actuaciones 

de la Administración tributaria sometidas a su consideración. Por ejemplo, las SSTSJ de Madrid de 22 de 

octubre de 2025 y de 23 de abril de 2024, se refieren a la “planificación fiscal internacional con fines de 

evasión fiscal” y a su carácter consciente y técnico, para justificar el dolo de la infracción enjuiciada; la AP 

de Santa Cruz de Tenerife en su Sentencia de 28 de mayo de 2025, como explicación de la actividad 

desarrollada en un territorio de baja tributación por la denunciada; o las SSTSJ de Cataluña de 2 de 

septiembre y 26 de junio de 2020, para describir, mencionándolo expresamente, el mecanismo conocido 

como “sándwich holandés”. De entre las que sí efectúan consideraciones más extensas en la 

fundamentación, cabe citar la Sentencia de la Audiencia Nacional de 21 de julio de 2016, que expresamente 

distingue entre la planificación fiscal internacional en materia productiva y la desarrollada en materia 

financiera, advirtiendo de los mayores riesgos de abuso en estos últimos, y a la que considera al alcance 

fundamentalmente de las multinacionales, para añadir que estas actividades “no son per se reprobables y 

entran dentro de la legítima posibilidad, y cabría añadir del diligente deber de los gestores, de planificar las 

operaciones económicas del grupo del modo que les resulte menos gravoso fiscalmente”. O también la STS 

de 7 de diciembre de 2012, que explica el sentido del art.17 del Modelo de Convenio de la OCDE como 

reacción a determinadas prácticas de planificación fiscal internacional realizadas por artistas o deportistas.  
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opción) de aquella que pudiera considerarse ilícita (las conocidas como elusión 
y evasión fiscal)3.  

1.1. LA PLANIFICACIÓN FISCAL INTERNACIONAL LÍCITA COMO 
ECONOMÍA DE OPCIÓN. 

La planificación fiscal internacional lícita y ajustada a Derecho constituye una 
expresión del concepto de “economía de opción” que desarrolló LARRAZ4.  

El propósito de LARRAZ era propugnar que se aplicaran en el Derecho Tributario, 
los criterios interpretativos que incorporasen no sólo la literalidad del precepto, 
ni la lógica que de tal texto literal resultara; pretendía que además de los 
elementos gramatical y lógico, se utilizaran también por el intérprete el elemento 
histórico y el sistemático, integrándose todos ellos en un solo método de 
interpretación de la ley fiscal5. Su aportación puede considerarse decisiva, pues 
superó la interpretación puramente literal, propugnando que la norma tributaria 
fuera aplicada en función de su espíritu y finalidad, lo cual cristalizó en la Ley 
General Tributaria 1963 y en la posterior jurisprudencia del Tribunal Supremo6.  

Sin embargo, estableció una excepción a la aplicación del método crítico y 
propugnó el método del literalismo dogmático en la aplicación de la ley tributaria: 
cuando se diera la circunstancia de que el precepto fuera literalmente suficiente 
y el contribuyente hubiera actuado de buena fe. En estos supuestos, no se 
podrían hacer en contra del contribuyente “aplicaciones correctoras” del dictado 
de la letra7. La STS de 2 de noviembre de 2002 recoge esta idea: 

“Los contribuyentes pueden elegir entre las varias posibilidades que ofrece 
la ley, la más ventajosa a sus intereses, y entre estas ventajas figura la de 
poder escoger la que resulte fiscalmente más rentable, siempre que no se 
vulneren ninguna obligación legal, y ello, aunque las formas contractuales 
escogidas no sean habituales, normales o tradicionales. Ello es lo que 
constituye la economía de opción, fundada en el dogma de la autonomía de 
las voluntades, en la libertad de contratación y en la libertad de empresa”.  

En el mismo sentido, y subrayando su vinculación con las libertades citadas, 
encontramos entre otras la STS de 14 de octubre de 2015 que en su Fundamento 
Jurídico Quinto recuerda: 

“Como se ha resaltado en otras ocasiones por este Tribunal, resulta 
absolutamente legítima la economía de opción como ejercicio de las 
libertades fundamentales que se manifiesta en que los contribuyentes 
puedan optar por organizar sus operaciones de la forma más ventajosa 
fiscalmente”. 

 
3 Adoptamos aquí la distinción entre estas categorías que, aunque importadas del ámbito anglosajón, 

son acogidas por la jurisprudencia del TS, entre otras en sus Sentencias de 22 de junio de 2016, 27 de 

noviembre de 2015 o 30 de mayo de 2011. 
4 Véase LARRAZ LÓPEZ (1952). 
5 Véase PÉREZ DE AYALA (2006). 
6 Véase MARTÍNEZ LAFUENTE (2004). 
7 Véase PÉREZ DE AYALA (2006). 
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Por lo anterior, su libre ejercicio está constitucionalmente protegido sin que 
implique, como afirma el Tribunal Supremo, afectación alguna ni al principio de 
capacidad económica, ni al de justicia tributaria8. 

La economía de opción puede ser explícita, cuando la Ley expresamente ofrezca 
dos fórmulas jurídicas con sus correlativos contenidos económicos y 
tratamientos impositivos diferentes y ambas instrumentan el fin práctico o 
resultado real que el contribuyente se proponga alcanzar9, o tácita, cuando por 
vías distintas, pero técnicamente adecuadas, se logre el mismo resultado o 
finalidad de carácter económico y, sin embargo, sean aquéllas objeto de 
tratamientos tributarios diferentes en su peso o en su cuantía. En estos 
supuestos –de verdadera incoherencia legal- es lógico, correcto u ortodoxo que 
el particular elija el camino que comporte un menor coste tributario, ya que la Ley 
le ofrece esta posibilidad10. En la economía de opción tácita existe una actuación 
del obligado que le reporta una ventaja o beneficio fiscal frente a la cual, a pesar 
de no encontrarse dicha actuación expresamente regulada, el ordenamiento no 
contrapone oposición alguna. Y ello, porque como afirma FERREIRO LAPATZA 

(2001) las normas relativas a la aplicación e interpretación de la norma tributaria 
no imponen restricciones a la libertad de actuación de los contribuyentes que 
vayan más allá de su carácter “lícito, válido y real”. No obstante, existe cierta 
tendencia en la jurisprudencia a valorar negativamente este tipo de 
planificaciones tácitas, si bien la responsabilidad última de que persistan en el 
ordenamiento jurídico sólo cabe atribuirla al legislador11. 

Ciertamente, la economía de opción, en particular en su forma tácita, plantea 
problemas prácticos de deslinde con las denominadas elusión y evasión fiscal; 
si bien este proceso, a nuestro juicio no habilita al intérprete a restringir 
indebidamente su ejercicio. Algo que parece ocurrir si nos atenemos a la 
fundamentación vertida por nuestro Alto Tribunal en su STS de 30 de mayo de 
2011, cuando vincula la economía de opción a la concurrencia de un “motivo 
económico válido”, negando que ésta pueda producirse en ausencia de tal 
motivación económica. Es éste, el del motivo económico válido, un concepto 

 
8 Véanse en este sentido la STS de 18 de marzo de 2013, y la de 4 de julio de 2007. Por su parte, en 

su Sentencia de 28 de junio de 2006, sostiene que la economía de opción, “es expresión de la libertad 

privada de elegir los negocios y formas jurídicas adecuadas, buscando la menor incidencia del 

ordenamiento tributario, generando un ahorro tributario, y ello incluso con fundamento último en la 

intangibilidad de la esfera personal y patrimonial del individuo con apoyo en el respeto a los derechos de 

la personalidad (art.10 de la Constitución Española)”. 
9 Véase ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA (1970), CHOCLÁN MONTALVO (2004) y ALONSO GONZÁLEZ 

(2006). 
10 Véase ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA (1979), CHOCLÁN MONTALVO (2004) y ALONSO GONZÁLEZ 

(2006). 
11 En efecto, la STC 46/2000, de 17 de febrero de 2000, utiliza la expresión economía de opción 

“indeseada” para aludir a las actuaciones de los contribuyentes, constitutivas de economía de opción, pero 

que el legislador, que no contempló originalmente esta posibilidad, auspició involuntariamente. 

Coincidimos con ALONSO GONZÁLEZ (2006) en la incorrección de la expresión, por atribuir la 

reprochabilidad a los obligados tributarios, cuando en realidad estamos ante actuaciones absolutamente 

lícitas al amparo de una norma que lo permite. Y al tiempo, nos confirma en lo apuntado ut supra, restringir 

los límites de la economía de opción requiere modificar las normas que explícita o tácitamente la posibilitan. 

En el mismo sentido, entre otros, FERREIRO LAPATZA, (2001) o GARCÍA NOVOA (2004). Incluso puede 

aludirse a la COMISIÓN PARA EL ESTUDIO Y PROPUESTA DE MEDIDAS PARA LA REFORMA DE LA LEY 

GENERAL TRIBUTARIA (2001), cuando apuntan que el fraude de ley no es el mecanismo apropiado para 

reaccionar ante fenómenos de economía de opción masiva resultando procedente en este caso la 

modificación normativa. 
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jurídico indeterminado de origen comunitario, sobre el que se pronuncia de forma 
particular el TJUE, y que a pesar de los esfuerzos jurisprudenciales mantiene 
perfiles imprecisos. Su exigencia se inserta como medida antiabuso en ciertas 
normas del ordenamiento comunitario y nacional, en virtud de las cuales las 
operaciones, actos o negocios deben obedecer a razones de contenido 
económico ajenos a la mera obtención de ventajas fiscales12. Entre otras, como 
uno de los requisitos del denominado “conflicto en la aplicación de la norma 
tributaria” e implícitamente incorporado en el fraude de ley al que la Sentencia 
se refiere. Pues bien, afirma el TS en dicha sentencia; 

“La "economía de opción" tiene diversos contenidos. El que configura su 
noción clásica, entendida como "ofrecimiento explícito por el ordenamiento 
de fórmulas jurídicas igualmente válidas" y que comprende los supuestos en 
los que la norma ofrece expresamente al sujeto pasivo diversas alternativas 
para la elección de la de menor coste tributario, sin que ello suponga la 
realización de maniobras de elusión o abuso de la posibilidad de 
configuración jurídica. El que se identifica con las llamadas "opciones 
fiscales" que suponen un derecho concedido por la ley al contribuyente, 
colocado en una determinada situación jurídica en relación con el impuesto, 
para ejercer libremente una opción que influye en la configuración del 
régimen tributario aplicable. Y, por último, el contenido integrado por los 
supuestos en los que las alternativas aparecen de modo implícito en la 
norma.  

En la economía de opción se elige lícitamente entre diversas alternativas 
jurídicas en función de su menor carga fiscal, pero no solo en función de esta 
consideración fiscal, ya que ha de concurrir otro efecto jurídico o económico 
relevante.  

Pero, en ningún caso, ni en su acepción más amplia, puede entenderse que 
"la economía de opción" atribuya al obligado tributario la facultad de 
configurar negocios o situaciones económicas con incidencia fiscal "sin 
motivos económicos válidos" y con la única finalidad de obtener una ventaja 
tributaria. 

La economía de opción termina donde empieza la elusión tributaria. De modo 
que, si la economía de opción se basa en las posibilidades derivadas de la 
libre configuración negocial, que abarca la facultad de celebrar negocios con 
la finalidad de obtener una ventaja o ahorro fiscal, es necesario, como señala 
la jurisprudencia, evitar que esa libertad de configuración suponga desvirtuar 
la correcta y natural aplicación de las normas tributarias. Y ello ocurre cuando 
se acude a fórmulas negociales que se resumen en la categoría de los 
"negocios jurídicos anómalos" que incluye los negocios en fraude de ley, el 
negocio indirecto, el negocio fiduciario y el negocio simulado. Se trata, en 
suma, de la utilización de un negocio no gravado o gravado en menor medida 
que supone la "deformación" de otro negocio, gravado o más gravado, con 
la idea de sustraerse a la regulación tributaria normal.  

 

12 Véanse las sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 12 de septiembre de 2006, 

Asunto C-196/04 Cadbury Schweppes y Cadbury Schweppes Overseas y de 13 de marzo de 2007, Asunto 

C-524/04 Test Claimants in the Thin Cap Group Litigation.  
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El "motivo económico válido" se convierte en test para la apreciación de la 
economía de opción. Y su ausencia engloba diversas técnicas que conducen 
a negar la protección jurídica, desde el punto de vista tributario, a aquellos 
actos o negocios que carecen de dicho motivo y responden de manera 
exclusiva a la obtención de una ventaja tributaria que no está directamente 
contemplada en la norma para tales actos o negocios.” 

A tenor de lo anterior, pareciera que aun cuando los negocios u actos empleados 
por el obligado tributario fueran lícitos, válidos y reales, la ausencia de un motivo 
económico ajeno o distinto a la obtención de una ventaja fiscal, resultaría 
bastante para negar la licitud de la operación; o lo que es lo mismo, que incluso 
en ausencia de una cláusula antiabuso expresamente prevista en la norma, 
cabría apreciar un injustificado abuso del Derecho - entendido en sentido amplio 
- por parte de quien así actúa si no existe un motivo económico distinto del fiscal. 
Ello equivaldría, en la práctica, a admitir la introducción de una cláusula 
antiabuso de carácter general por vía interpretativa.  

Tal planteamiento resulta difícilmente conciliable con la configuración normativa 
de las cláusulas antiabuso generales actualmente vigentes. En efecto, tanto el 
conflicto en la aplicación de la norma tributaria, regulado en el artículo 15 de la 
Ley General Tributaria, como la cláusula general antiabuso prevista en el artículo 
6 de la Directiva (UE) 2016/1164 del Consejo (Directiva ATAD), circunscrita esta 
última al Impuesto sobre Sociedades, supeditan su aplicabilidad a la 
concurrencia acumulativa y simultánea tanto de motivos económicos distintos de 
los fiscales, como de montajes “notoriamente artificiosos o impropios para la 
consecución del resultado obtenido” o “mecanismos falseados”13. De aceptarse 
una interpretación en los términos antedichos, se produciría un desplazamiento 
del juicio de licitud desde el cumplimiento objetivo de la norma hacia la valoración 
de las motivaciones del obligado tributario, desdibujándose así los límites propios 
de las cláusulas antiabuso legalmente tipificadas. 

Subyace en la restricción del concepto de economía de opción exigiendo la 
existencia de motivos económicos válidos una interpretación teleológica o 
finalista. Como subraya RUIZ ALMENDRAL (2010), la interpretación teleológica 
constituye un recurso habitual en la jurisprudencia anglosajona para hacer frente 
y atajar los problemas de fraude a la ley tributaria. Se parte de la premisa de que 
la interpretación de las normas tributarias no difiere de la del resto del 
ordenamiento, sin que el loable objetivo de persecución del fraude justifique la 
aplicación de criterios interpretativos “específicos” en materia tributaria. Desde 
esta perspectiva, la interpretación finalista se concibe como una técnica ordinaria 
de aplicación del Derecho, capaz de neutralizar aquellas lecturas estrictamente 
literalistas que permitirían resultados contrarios a la finalidad de la norma. No 
obstante, la eficacia de la interpretación teleológica en la lucha contra el fraude, 
aun siendo innegable, no es ilimitada, puesto que en modo alguno resulta posible 
rebasar el sentido posible de los términos legales. De ahí que no todos los 
supuestos de fraude puedan reconducirse mediante este criterio interpretativo, 
especialmente cuando la propia configuración técnica de las normas tributarias, 

 
13 Como se desprende del análisis de GARCÍA FREIRÍA (2023), no debe confundirnos la definición 

de mecanismo falseado del apartado 2 del art.6 de la Directiva ATAD, que considera por tales como 

aquellos que no se hubieran establecido por razones económicas válidas que reflejen la realidad económica, 

puesto que el triple test que exige el precepto para su despliegue termina abocando a un análisis simultáneo 

de la artificiosidad.   



8 

 

caracterizada por redacciones cada vez más detalladas y precisas, reduce de 
forma significativa el margen para una lectura finalista.  

A nuestro juicio, en presencia de cláusulas antiabuso como las actualmente 
existentes, resulta innecesario acudir a interpretaciones teleológicas, máxime si 
se tiene en cuenta que LARRAZ construyó el concepto de economía de opción 
desde una interpretación literalista basada en todo caso en la buena fe; y por 
ende, que en su concepción original se descartaba ya el abuso del Derecho y la 
elusión en sus múltiples variantes. En este sentido, la planificación fiscal lícita, 
identificada con la economía de opción, no debería asociarse a la necesidad de 
que concurra un motivo económico valido, salvo cuando la norma así lo 
dispusiera, pues de otro modo, entre otras consecuencias, se corre el riesgo de 
invertir la carga de la prueba y de desvirtuar la libertad de elección entre distintas 
alternativas con consecuencias fiscales que el ordenamiento pone a disposición 
del contribuyente14. 

Por lo demás, a nuestro entender, la aplicación por parte de la Administración 
tributaria de los presupuestos objetivos y subjetivos contenidos en las cláusulas 
antiabuso, debiera realizarse con prudencia, so pena de verse conculcadas las 
libertades antedichas ínsitas en la economía de opción e incurrir en lo que la 
jurisprudencia ha venido denominando “economía de opción inversa”.  

En efecto, entre otras, en la STS de 16 de noviembre de 2022, nuestro alto 
tribunal realiza unas interesantes apreciaciones sobre la consideración que ha 
de otorgarse a la ventaja fiscal, rechazando de plano la citada “economía de 
opción inversa”. En ella, se analizaba la reorganización internacional de un grupo 
empresarial multinacional, que fue articulada en nuestro país, mediante dos 
escisiones consecutivas acogidas al régimen especial de neutralidad, y no 
mediante la transmisión directa de las acciones a valor de mercado, que hubiera 
obligado a las entidades transmitentes a tributar por las plusvalías generadas. 
La Administración consideró innecesarias dichas escisiones negando el régimen 
de neutralidad por ausencia de un motivo económico válido distinto del ahorro 
fiscal. Pues bien, afirma el Supremo; 

“La obtención de una ventaja fiscal, está ínsita en el propio régimen de 
diferimiento, puesto que se caracteriza por su neutralidad fiscal, de suerte 
que el componente fiscal ni sea disuasorio ni incentivador al efecto, se trata 
de propiciar reestructuraciones mediante la neutralidad fiscal; la ventaja 
fiscal prohibida es la que se convierte en el objetivo y finalidad de la 
operación y no motivos económicos o empresariales, razones estas que lo 
justifica.  

La ventaja fiscal, fuera de los casos en los que se presente como objetivo 
espurio, es legítima dentro de la economía de opción, en los términos antes 
explicados; en el presente caso lo que se viene a reprochar es la simple 
obtención de la ventaja fiscal, en no haber tributado por las plusvalías, lo 
propio del régimen de diferimiento, considerando que el mismo fin se hubiera 
obtenido si en lugar de las escisiones se hubiera realizado la enajenación de 
las acciones, esto es, estamos en presencia de lo que hemos reconocido 

 
14 Sobre la carga de probar la concurrencia de motivos económicos válidos, resulta imprescindible la 

lectura, entre otras, de la STS de 8 de junio de 2023, en relación con la distribución de dividendos exentos 

por aplicación de la Directiva Matriz-Filial; que en base a la jurisprudencia del TJUE sitúa dicha carga en 

la Administración, y no en quien alega el beneficio de la exención. 
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como economía de opción a la inversa, incurriendo la Administración, cuando 
a ella correspondía justificar el fraude mediante la prueba de la inexistencia 
de motivos económicos válidos, cuando a más inri reconoce abiertamente la 
reestructuración, en una petición de principio haciendo supuesto de la 
cuestión, en tanto que afirma que no siendo necesaria las escisiones para 
alcanzar el objetivo perseguido, sino que como era posible la enajenación de 
acciones y tributar por las plusvalías generadas, estamos ante un supuesto 
de elusión fiscal por no haberse realizado esta operación en lugar de las 
escisiones; nos dice el Sr. Abogado del Estado que "la transmisión de 
acciones, como hemos dicho, no requería de las escisiones que nos ocupan 
y que han determinado una clara elusión fiscal", pero una cosa es que no 
fueran necesarias las escisiones al efecto, y otra muy distinta que la 
operación tuviera como designio único o principal la obtención de una ventaja 
fiscal, pues a dicha conclusión sólo cabe llegar razonablemente, si se analiza 
en exclusividad dicha operación y se prescinde del carácter instrumental de 
la misma para alcanzar el objetivo en el que se inserta, esto es, la 
reestructuración del grupo, que ya se dijo no fue ponderado por la 
Administración”. 

Previamente, lo advertía la Audiencia Nacional, en su Sentencia de 9 de marzo 
de 2011, al afirmar: 

“Existe una preocupante tendencia, en la Administración tributaria, al abuso 
de las cláusulas antifraude provenientes de la legislación comunitaria y que 
han sido concebidas para combatir situaciones de elusión fiscal mediante la 
utilización de formas jurídicas desacostumbradas o manifiestamente 
inidóneas para el fin económico teóricamente perseguido.” 

“La negativa a admitir la concurrencia de motivos económicos válidos en este 
asunto llega hasta la extravagancia … se limita al establecimiento de una 
especie de presunción iuris et de iure de fraude que no sólo no tiene 
apoyatura legal, tal como es formulada, sino que resiste cualquier intento de 
explicación, razonamiento o prueba intentada por el contribuyente”. 

“Es revelador la identificación entre beneficio fiscal y presunción de fraude, 
así como dentro de ésta, la asimilación del concepto de fraude con la idea 
de que, si se hubiera empleado otra forma jurídica diferente, se habría 
tributado más, lo que en modo alguno es razón para desacreditar el negocio 
jurídico llevado a cabo y, menos aún, para privarle de sus consecuencias 
propias, incluido el terreno fiscal”. 

“En modo alguno llega a señalar la Inspección que los negocios jurídicos 
emprendidos por la recurrente y por la empresa que adquirió, a la postre, la 
rama de actividad, a través de la sociedad XX, S.A., constituida al efecto, 
sean anómalos, indirectos, simulados o fraudulentos, y no exista en ellos 
concordancia entre lo querido y lo formalmente exteriorizado. Siendo ello así, 
mal se puede sostener que la idea o propósito predominante sea la finalidad 
de fraude o evasión fiscal, sin analizar los motivos aducidos extensamente 
por la parte recurrente”. 

“Así, la Inspección … se dedica a ofrecer alternativas negociales que 
excluyan la escisión parcial como vía de instrumentar la cesión de rama de 
actividad, con tal de que, en su resultado, supongan una carga tributaria 
mayor para el interesado. Se viene, con tan insólita postura que, pese a su 
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claro alejamiento de cualquier remota idea de fraude, ha resistido incólume 
a lo largo del procedimiento inspector, de la vía económico-administrativa y 
de este proceso, a sostener una especie de principio del mayor gravamen o 
de economía de opción inversa (la cursiva es nuestra) conforme al cual 
entraría en juego la cláusula antifraude, pese a la ausencia acreditada de 
éste, por el simple hecho de que las alternativas u opciones económicas 
seleccionadas por la Inspección favorecerían con un grado mayor los 
intereses de la Administración, los recaudatorios, debe entenderse, pues 
también es interés preceptivo de ésta la de someterse a la Constitución y al 
resto del ordenamiento jurídico (arts. 9.3 y 103 CE ), así como proteger los 
derechos de los administrados”. 

Y en sentido similar, hallamos entre otras la Sentencia de la Audiencia Nacional 
de 16 de febrero de 2011, que critica el que, según este tipo de posicionamientos, 

“un negocio lícito, válido, querido por las partes y celebrado con total 
ausencia de violencia sobre las formas jurídicas, puede conducir a la 
privación del régimen de diferimiento en las operaciones societarias, es de 
repetir que, con total independencia de la licitud del negocio jurídico 
celebrado, siempre que sea posible hallar una alternativa igualmente válida 
pero más gravosa para el contribuyente”. 

En esta línea, la Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas de 21 de febrero de 2006, Asunto C-255/02, Halifax plc, declaró que 
cuando un sujeto pasivo puede elegir entre dos operaciones, la normativa 
comunitaria no le obliga a optar por la que maximice el pago del impuesto, sino 
que, antes al contrario, el sujeto pasivo tiene derecho a elegir la estructura de su 
actividad más conveniente para reducir su deuda fiscal, con el único límite de 
que ello no suponga prevalerse de las normas de forma abusiva o fraudulenta15.  

En palabras de CRUZ AMORÓS (2023), la llamada economía de opción inversa es 
una “doctrina incómoda” para la Administración tributaria puesto que “la teoría 
de que deben elegirse las actividades, actos o negocios más gravosos preside 
el pensamiento administrativo”, apuntando a la frecuencia con la que es 
vulnerado. 

Dicho lo cual, tal vez el análisis de las lagunas jurídicas pueda dar algo de luz al 
deslinde entre, por un lado, la economía de opción - particularmente en su 
vertiente tácita – y, por otro, la elusión fiscal, con la que limita. 

En efecto, desde una perspectiva dogmática, el concepto de laguna no es 
unívoco, pues puede tener su origen en dos situaciones distintas. Por un lado, 
puede tratarse de una omisión deliberada del legislador, en cuyo caso no existe 
propiamente una laguna, sino un espacio libre de regulación16, que no puede ser 
colmado por el intérprete, en la medida en que este no puede crear obligaciones 
donde el legislador no las impone ni extender la norma más allá de su texto o 
finalidad. Dentro de dicho espacio, el contribuyente puede actuar con libertad, al 
no infringir per se norma alguna, ni eludir obligaciones existentes ni incurrir en 
abuso del Derecho. Por otro, la ausencia de regulación puede obedecer a una 
deficiencia involuntaria, contraria al plan o finalidad de la norma, supuesto en el 

 
15 Como recuerda CHECA GONZÁLEZ (2010) los contribuyentes no están obligados a anteponer los 

intereses del fisco a los suyos propios. 
16 Véase HERRERA MOLINA y MARTÍN FERNÁNDEZ (2002). 
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que nos hallamos ante una auténtica laguna jurídica, que, a diferencia del 
anterior, sí resulta susceptible de integración por el intérprete conforme a los 
criterios ordinarios del sistema. 

Sobre esta base, la doctrina distingue entre dos formas de aprovechamiento de 
tales ausencias normativas, en función del modo en que el contribuyente accede 
a la ventaja fiscal. En unos casos, el contribuyente alcanza el resultado fiscal 
favorable de forma directa, esto es, mediante una actuación jurídicamente 
ordinaria, sin necesidad de interponer actos innecesarios ni de alterar 
artificiosamente la configuración negocial. En estos supuestos, la ventaja fiscal 
deriva inmediatamente de la aplicación literal de la norma o de la inexistencia de 
una prohibición expresa, y la conducta se incardina en el ámbito de la economía 
de opción, amparada por el principio de legalidad y por la prohibición de analogía 
en perjuicio del contribuyente. 

Distinta es la situación en aquellos supuestos en los que el resultado fiscal no se 
obtiene de manera inmediata, sino a través de rodeos negociales, mediante la 
utilización de actos o negocios jurídicos que carecen de una justificación 
económica propia y que solo se explican por su efecto fiscal17. En estos casos, 
el contribuyente no se limita a situarse en un espacio normativo abierto, sino que, 
en cierto modo, construye artificialmente la ventaja fiscal, eludiendo la aplicación 
de la norma mediante una utilización impropia de las formas jurídicas. Es en este 
contexto donde la ausencia de un motivo económico válido y la artificiosidad 
adquieren una especial relevancia, y donde la conducta puede reconducirse a 
través de cláusulas antiabuso18. 

1.2. LA PLANIFICACIÓN FISCAL INTERNACIONAL ILÍCITA. 

Ya hemos apuntado como la planificación fiscal internacional, resulta no sólo 
lícita, sino que, además, su ejercicio se encuentra constitucionalmente protegido. 
No obstante, la amplia difusión mediática otorgada a planificaciones con 
resultados ilícitos ha terminado por proyectar sobre la expresión “planificación 
fiscal internacional” connotaciones negativas que la contaminan, de modo que 
hoy no es infrecuente encontrar en el discurso público y mediático un uso 
impropio de la expresión, como sinónimo de actuaciones fraudulentas19. De ahí 
que, no sólo por su trascendencia jurídica, sino también por razones de precisión 
conceptual, resulte imprescindible abundar, si quiera brevemente, en la 
distinción entre la planificación fiscal legítima de aquellas que derivan en elusión 
o evasión fiscal. 

 
17 Véase PALAO TABOADA (1998). 
18 Véase HERRERA MOLINA y MARTÍN FERNÁNDEZ (2002). Para GARCÍA NOVOA (2012) la elusión 

limitaría con la lícita planificación fiscal o “economía de opción”, pues ambas parten de la existencia de 

una “laguna” o imperfección en el sistema tributario. ROSEMBUJ (2011) apunta que la elusión, como el 

arbitraje legal, supone esquivar el ordenamiento para obtener una ventaja patrimonial y distingue, por un 

lado, los que se aprovechan de las diferencias entre leyes y disciplinas y, por otra, la de quienes entienden 

que se trata del aprovechamiento de las brechas, de las lagunas de, que impiden la coincidencia entre 

previsión legal de las formas y procedimientos y la realidad económica efectiva de la transacción. 
19 Ha contribuido a esta confusión la sucesión de escándalos fiscales que, a través de diferentes 

investigaciones periodísticas y/o parlamentarias - como OpenLux (2021–2023), Pandora Papers (2021), 

Cum-Ex Files (2018–2021), Malta Files (2017) o Panama Papers (2016) -, han sido presentadas en el 

debate público bajo la etiqueta genérica de “planificación fiscal internacional”, o al menos, como resultado 

de ésta. 
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Adviértase en primer lugar, que bajo tales denominaciones (“elusión” y “evasión 
fiscal”), y a pesar de su uso normativo y jurisprudencial, no encontraremos en 
nuestro ordenamiento una definición legal nítida que las perfile, lo que no obsta 
para que sus manifestaciones (conflicto en la aplicación de la norma 
tributaria/fraude de ley, simulaciones, negocios indirectos, abuso de derecho…) 
sean contempladas explícitamente en nuestra legislación vigente20. 

En la elusión fiscal, el obligado tributario evita el presupuesto de la obligación 
fiscal, o disminuye su carga tributaria, a través de medios con los que, sin 
contrariar la letra de la norma, atenta contra su espíritu21. En palabras del 
Tribunal Supremo, en la elusión, “el ordenamiento quiere que la tributación tenga 
lugar, aunque se utilicen actos o negocios jurídicos válidos no contemplados 
formalmente en la norma como presupuestos de la imposición”22. Y, por tanto, 
en la elusión fiscal, al igual que en la evasión fiscal y a diferencia de la economía 
de opción, concurre ilicitud en el comportamiento del obligado puesto que el 
resultado de tal actuación no es querido por el ordenamiento.  

En el caso español, la reacción del ordenamiento frente a las conductas elusivas 
se sustancia, principalmente, a través del conflicto en la aplicación de la norma 
tributaria regulado en el artículo 15 de la LGT. Junto a él, pueden operar otras 
figuras del Derecho común que, a nuestro juicio, presentan un carácter 
meramente supletorio, conforme a lo dispuesto en el artículo 7.2 de la propia 
LGT. Ahora bien, el detalle y sistematicidad con el que la LGT afronta el 
fenómeno elusivo reduce de forma significativa - cuando no excluye, por 
autosuficiencia del tributario - la posibilidad de acudir a categorías generales del 
Código Civil.  Entre éstas, se encuentran el fraude de ley, el abuso de derecho, 
el negocio indirecto, y el negocio fiduciario. 

En efecto, el conflicto en la aplicación de la ley tributaria existe cuando se evite 
total o parcialmente la realización del hecho imponible o se minore la base o la 
deuda tributaria mediante actos o negocios artificiosos o impropios, cuyos 
efectos, salvo el efecto fiscal, sean semejantes a los obtenidos mediante los 
actos o negocios usuales o propios23. En la actividad que se deriva de la 
planificación fiscal lícita, se realizan los hechos, actos o negocios que se estiman 
menos gravosos entre las alternativas legalmente posibles, sin que quepa 
considerar su realización como artificiosa o impropia. Sin embargo, no debe 
considerarse que un negocio es artificial cuando el contribuyente se acoge a una 
ventaja fiscal ofrecida por el legislador, incluso cuando esa ventaja fiscal sea la 

 
20 De hecho, debe reconocerse que la importación del Derecho anglosajón de estas dos categorías ha 

suscitado no poca confusión terminológica en la doctrina. Parte de la literatura atribuye al “tax avoidance” 

un carácter lícito y hace recaer la ilicitud exclusivamente sobre lo que denominan “tax evasion" o “tax 

fraud” (distinción adicional que tiene su reflejo en la regulación penal estadounidense). Parte entiende que 

existe una elusión fiscal aceptable y otra inaceptable o ilícita; mientras que otros autores consideran un 

continuo indistinguible entre estos conceptos. 
21 La referencia al espíritu de la norma es frecuente en el ámbito anglosajón. Asi, por ejemplo, la 

AUSTRALIAN TAXATION OFFICE (2015) considera que “Tax planning is legitimate when you do it within the 

letter and the spirit of the law”. La OCDE (2013) nos aproxima al concepto de espíritu de la ley al señalar 

que; “cumplir con el espíritu de la ley significa entender y respetar la intención del legislador. Esta 

interpretación no significa que una empresa deba pagar un impuesto superior al importe previsto por la 

ley”. Implica, por tanto, cierta superación del literalismo, sin que a nuestro entender alcance el 

sustancialismo.  
22 Ver nota 3 anterior. 
23 Véase DELGADO PACHECO (2000).  
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única razón o motivo decisivo para la realización de ese acto o negocio, siempre 
que éste produzca efectos patrimoniales efectivos24. 

En el ámbito comunitario, desgranado por la jurisprudencia del TJUE, 
encontramos una caracterización autónoma del concepto de “abuso de derecho”, 
cuya prohibición fue elevada a la categoría de principio general del Derecho de 
la UE en sentencias como la STJUE de 5 de julio de 2007, C-321/05, asunto 
Kofoed, o la de 10 de noviembre de 2011, C-126/10, asunto Foggia. Bajo esta 
figura, se englobaría toda manifestación elusiva en las que sin ocultación y 
prevaliéndose de la formalidad normativa se contravenga lo mandatado por el 
ordenamiento.  

La evasión, a diferencia de la elusión, implica contravenir de forma directa la 
norma tributaria25. Entre estas conductas, se encuentra la simulación26, en la que 
se produce una discordancia intencional entre la forma jurídica declarada y la 
realidad del negocio efectivamente querido por las partes, de modo que se 
exterioriza un acto o negocio aparente, carente de su causa típica, con la 
finalidad de ocultar total o parcialmente otro acto o negocio distinto, que es el 
verdaderamente querido y que, de haberse manifestado abiertamente, habría 
producido efectos jurídicos y fiscales diferentes, normalmente más gravosos. 
Aun siendo en abstracto lícito el negocio utilizado, lo que caracteriza a la 
simulación es la falsedad de apariencia negocial que oculta la realidad imponible. 

Como el TS recoge, entre otras, en su STS de 13 de noviembre de 2023,  

“puede decirse que hay simulación cuando el negocio formal oculta una 
realidad distinta que no se corresponde con aquel, bien porque lo pretendido 
es la realización de un negocio distinto (simulación relativa) o porque el 
negocio es inexistente (simulación absoluta). En el conflicto/fraude el 
negocio es realmente querido, lo que ocurre es el contrato al que se acude, 
siendo real, es " notoriamente artificioso o impropio para la consecución del 
resultado obtenido" y su utilización busca, esencialmente, el "ahorro fiscal". 
Tanto en la simulación como en el fraude la operativa es artificiosa o 
impropia, pero en la simulación el negocio aparente no es el realmente 
querido”. 

Por su lado, la STC 120/2015, de 10 de mayo, afirmó que  

"mientras que la simulación negocial entraña como elemento característico 
la presencia de un engaño u ocultación maliciosa de datos fiscalmente 
relevantes, en el fraude de ley no existe tal ocultamiento, puesto que el 
artificio utilizado salta a la vista". 

Es en definitiva la ocultación la nota distintiva de esta figura, frente a la elusión 
recogida en el conflicto en la aplicación de la norma tributaria. De ahí que la 
reacción del art.16 de la LGT sea, para los supuestos de simulación, el gravar el 
negocio efectivamente realizado por las partes27.    

 
24 Véase DELGADO PACHECO (2005). 
25 Así lo expresa el TS, entre otras, en su Sentencia de 22 de junio de 2016. 
26 Véase ZORNOZA PÉREZ (2000). 
27 Nótese que afortunadamente, el TS ha venido a corregir su anterior doctrina de simulación en la 

causa, que asumía cierto solapamiento entre ambas figuras, y consolidar la teoría de la no 

intercambiabilidad de las instituciones. Véanse a este respecto las STS 2252/2020 y 2257/2020, ambas de 

2 de julio. 
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A tenor de lo expuesto, aunque las categorías de economía de opción, elusión y 
evasión presentan perfiles conceptuales nítidos en abstracto, en su delimitación 
práctica - especialmente entre economía de opción y elusión, como expusimos 
en el apartado precedente - continúa planteando notables dificultades 
interpretativas. Unas dificultades que se acrecientan cuando la valoración se 
efectúa ex post, una vez consumada o frustrada la planificación pretendida, y a 
la luz de resultados que pueden condicionar retrospectivamente el juicio sobre la 
finalidad y la adecuación a Derecho de las operaciones realizadas28. Menos 
dificultades ofrece la distinción entre economía de opción y evasión fiscal, 
incluida la simulación, por la concurrencia de elementos de ocultación o 
falseamiento de la realidad jurídicamente relevante. 

En todo caso, y más allá de las dificultades apuntadas, la planificación fiscal 
internacional, en sentido estricto y lícito, no debe en modo alguno confundirse 
con los supuestos de elusión o evasión, claramente contrarios a la ley. 

1.3. LA PLANIFICACIÓN FISCAL AGRESIVA. 

En la literatura fiscal internacional contemporánea, la expresión “planificación 
fiscal agresiva” se ha venido utilizando para describir mecanismos, estructuras u 
operaciones que, aun siendo formalmente lícitas y/o ajustadas plenamente a 
Derecho, explotan tecnicidades del sistema tributario o desajustes entre dos o 
más sistemas con el propósito de reducir la carga fiscal global de quien así actúa, 
generando resultados no queridos en términos de integridad del sistema fiscal 
internacional y de su consecuente reparto de potestades impositivas. Así, se 
aprovecharían lagunas normativas, o simplemente, la falta de 
armonización/coordinación de las legislaciones tributarias para conseguir, por 
ejemplo, que un mismo gasto se deduzca en varias jurisdicciones o que se 
declaren como exentas, rentas que no han tributado (o han generado un gasto 
deducible) en otro Estado29. 

En gran medida, este tipo de prácticas se produjeron a raíz de la intensificación 
de la competencia fiscal entre los Estados. En efecto, las nuevas oportunidades 
de inversión surgidas a partir de la desregulación de numerosos mercados, los 
procesos de privatización y la progresiva integración de los mercados regionales, 
unida a la irrupción de las nuevas tecnologías y al desarrollo de una economía 
crecientemente digitalizada, favorecieron la expansión internacional de los 
grupos empresariales y simultáneamente, acrecentó la presión competitiva entre 
ellos, que dejó de ser sólo interna para alcanzar una dimensión global. Se 
configuró así un entorno, en el que la localización de las actividades y funciones 
empresariales - y, con ello, de las bases imponibles - dejó de estar vinculada, 
casi en exclusiva, a un único territorio. En este contexto, las decisiones fiscales 
adoptadas por un Estado comenzaron a proyectar efectos directos sobre las 
bases imponibles de otros, circunstancia que contribuyó decisivamente a 
consolidar la competencia fiscal entre Estados como un rasgo estructural del 
sistema tributario internacional. 

 
28 En este tipo de análisis, en el que la adecuación formal resulta del todo punto insuficiente, se ve 

acentuado el riesgo de sesgo en la reconstrucción retrospectiva de la voluntad negocial y de la finalidad 

perseguida. De ahí que, en este contexto, los márgenes de apreciación administrativa adquieran una singular 

relevancia. 
29 ROSEMBUJ (2011) considera estas técnicas el núcleo del arbitraje fiscal que permite explotar las 

diferencias entre los distintos sistemas tributarios, o dentro del sistema tributario propio, mediante formas 

e instrumentos que procuran ventajas que de otro modo no se obtendrían 
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Una competencia fiscal entre Estados en la que cabe distinguir dos vertientes30. 
Una positiva o “sana” al favorecer la eliminación de ineficiencias y el aumento de 
la neutralidad en los sistemas fiscales, de forma que la fiscalidad deje de ser un 
obstáculo para el desarrollo de actividades económicas31; y otra “perjudicial”, que 
surge cuando, con el fin de atraer capitales o bases imponibles, se utiliza la 
fiscalidad como ventaja comparativa, ofreciendo ventajas fiscales injustificadas, 
una tributación muy reducida o nula, y opacidad informativa32. Es esta última 
vertiente la que acentúa las condiciones para que se produzca una desconexión 
entre las bases imponibles y la actividad económica real, crea externalidades 
fiscales negativas, y facilita la erosión de los ingresos públicos de los Estados 
que se ven desplazados hacia jurisdicciones o regímenes con baja o nula 
tributación33. 

Aunque dicha competencia se abordó antes de la gran crisis, fue la presión que 
ésta generó sobre el principio de suficiencia financiera de los Estados, la que 
allegó los consensos internacionales necesarios, y terminó actuando como 
catalizador de una reescritura de las reglas de la fiscalidad internacional (Plan 
BEPS, entre otras iniciativas) y sobre todo, de un giro hacia la cooperación y el 
incremento del intercambio de información entre las Administraciones tributarias 
- más eficiente al pivotar ahora sobre su modalidad automática -. En este marco, 
la “planificación fiscal agresiva”, se erigió en el eje articulador de la reacción 
internacional ante planificaciones fiscales internacionales percibidas como un 
problema para el conjunto del sistema. 

Ahora bien, conviene destacar que la planificación fiscal agresiva no constituye 
una categoría jurídica autónoma, ni tampoco un supuesto tipificado de 
planificación fiscal internacional ilícita; sino más bien un concepto instrumental, 
de carácter abierto y perfiles más que difusos, empleado para identificar zonas 
de fricción entre la planificación fiscal tradicionalmente admitida y los supuestos 
de elusión, con el fin de reorientar, acotar y reconducir de manera global y 
coordinada dichas prácticas.   

Desde esta perspectiva, no cabe identificar sin más, la planificación fiscal 
agresiva con la planificación fiscal ilícita34. La ilicitud continúa anudándose a las 
categorías clásicas de la elusión y la evasión, mientras que la planificación 
agresiva vendría a servir para alertar sobre ciertas planificaciones para que sean 
sometidas a un escrutinio reforzado a la luz de las cláusulas antiabuso y de los 
criterios de interpretación finalista, pero cuya calificación definitiva depende del 

 
30 Véase VALLEJO CHAMORRO (2005). 
31 Como indica CHICO DE LA CÁMARA (2006), la competencia fiscal “sana” produce efectos 

económicos eficientes para los Estados al mantener unos niveles moderados de gasto público, al lograr un 

equilibrio razonable entre la presión fiscal de los contribuyentes y el nivel de servicios públicos e 

infraestructuras sociales y al propiciar un menor coste de producción, fruto de la reducción de la presión 

fiscal, para las empresas globalizadas. 
32 Al hablar de competencia fiscal perjudicial hemos de tener claro que la existencia de diferencias en 

la tributación entre dos países no supone necesariamente la existencia de competencia perjudicial. Es un 

principio generalmente aceptado el que cada país es soberano para diseñar su régimen fiscal y establecer el 

nivel de imposición efectiva que sea necesario para el sostenimiento de sus finanzas públicas. La 

competencia fiscal perjudicial aparece cuando ventajas fiscales exorbitantes o sin justificación pasan a ser 

el motivo fundamental para la localización de una actividad o una renta. 
33 Véase Mc LURE Jr. (2007). 
34 Para algunos, como ROSEMBUJ (2014), la distinción es un sofisma. No habría distinción entre la 

planificación fiscal lícita y la agresiva, al tener ambos la misma finalidad, utilizar los mismos medios, y 

encontrar su fundamento en la transformación de las obligaciones fiscales en fuente de rentabilidad.  
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Derecho positivo aplicable. De ahí también que, sin perjuicio de constituir el 
trasfondo de gran parte de los cambios normativos de naturaleza fiscal en 
nuestro ordenamiento acaecidos en los últimos años, su utilización haya estado 
estrechamente vinculada al desarrollo de mecanismos preventivos y de 
transparencia. 

Negar que la planificación fiscal agresiva sea un tertium genus junto a la elusión 
y la evasión, encuentra su sustento en la falta de definición normativa, e incluso 
en la renuencia o “desidia” por su delimitación por parte de los organismos 
internacionales y estatales que encabezaron la antedicha reacción. 

En efecto, la OCDE, ya en la Declaración Final de Seúl  del Foro de 
Administraciones Tributarias (2006), considera que la planificación fiscal 
agresiva (sin definirla) es una de las formas de incumplimiento trasnacional junto 
con el fraude fiscal, enumerando seguidamente un conjunto de ejemplos que 
bien pudieran ser constitutivos de evasión, y emplazando al propio Foro a la 
elaboración de un “directorio sobre mecanismos de planificación fiscal agresivos 
para identificar tendencias y definir medidas a tomar contra tales mecanismos”. 
Y posteriormente, el propio Foro, en su Study into the Role of Tax Intermediaries 
(2008), tras criticar el efecto perverso que en la percepción de los obligados 
suscita la utilización masiva de esquemas de esta naturaleza ofrecidos por los 
intermediarios fiscales, abandona su concepción anterior y afirma - en su glosario 
– que la expresión hace referencia a dos áreas de preocupación de las 
Administraciones tributarias; (i) las planificaciones que pueden sostenerse 
(jurídicamente) por el contribuyente pero con consecuencias imprevistas o 
inesperadas en términos de recaudación; y (ii) la toma de posiciones fiscales 
inciertas no desveladas por el contribuyente, que favorezcan a éste, sin que la 
propia Administración sea consciente siquiera de la existencia de un área gris en 
la normativa. 

Obsérvese que, en modo alguno, la OCDE propone un nuevo ilícito, sino que 
identifica una zona de riesgo vinculada a resultados no previstos por el legislador 
y a déficits de transparencia, situando el eje del problema tanto en la merma 
recaudatoria como en la falta de información, más que en la invalidez jurídica de 
estas planificaciones. 

Posteriormente, con BEPS, comienzan a asociarse al concepto prácticas y 
operaciones que son, de forma indiscriminada y sin referencia al elemento 
teleológico de normativa concreta alguna, declaradas contrarias al espíritu de la 
Ley. De este modo, aun careciendo de soporte normativo - al menos hasta que 
las acciones del Plan son trasladadas a los distintos ordenamientos internos y a 
la red de Convenios -, lo que constituían hasta entonces operaciones lícitas y 
legítimas a resultas de las ineficiencias del sistema fiscal internacional, como el 
Foro señalaba, pasan a someterse a una relectura que por esta vía indirecta las 
aproxima – insistimos entonces, y sin sustento técnico –, a la elusión.  

La confusión es clamorosa también en la UE que, a estos efectos, sigue una 
senda paralela a la de la OCDE en sus consideraciones sobre qué constituye 
planificación fiscal agresiva. Sin definición alguna, la Comisión, en una 
Comunicación al Parlamento y al Consejo de junio de 2012, sostuvo que la 
planificación fiscal agresiva incluía el uso de “operaciones o estructuras 
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artificiales y la explotación de los desajustes entre los sistemas fiscales”35; y tan 
sólo seis meses después, en su Recomendación de 6 de diciembre sobre 
planificación fiscal agresiva, deja de considerarlas artificiosas, para describirlas 
como el aprovechamiento “de los aspectos técnicos de un sistema fiscal o las 
discordancias entre dos o más sistemas fiscales con el fin de reducir la deuda 
tributaria”, en referencia, casi en exclusiva, a las técnicas de arbitraje36. 
Descripción que vino precedida de la siguiente afirmación en el primero de sus 
Considerandos; “una de las principales características de estas prácticas es que 
reducen la deuda tributaria a través de mecanismos que, pese a ser 
estrictamente legales, son contrarios al espíritu de la ley”, vinculando así estas 
prácticas con la elusión, pero sin anudarlo técnicamente. 

Aunque la citada Recomendación de 2012 sirvió de base para el denominado 
Anti Tax Avoidance Package de 2016, ya una vez culminada la primera fase del 
Proyecto BEPS, ni la Directiva ATAD, ni la ulterior Directiva (UE) 2018/822 
(DAC6) positivizaron una definición autónoma de planificación fiscal agresiva, ni 
la configuraron como un supuesto específico de planificación fiscal ilícita. 

Por el contrario, ATAD confirmó que la respuesta del legislador europeo se 
orientaba a la reconducción normativa coordinada de determinadas prácticas 
mediante la introducción de reglas sustantivas antiabuso - regla general 
antiabuso, limitación de intereses, normas sobre híbridos, transparencia fiscal 
internacional, imposición de salida… -, trasladando el juicio de ilicitud al marco 
del Derecho positivo aplicable y evitando conscientemente la construcción de 
una categoría dogmática nueva bajo la rúbrica de planificación fiscal agresiva. 

Esta misma lógica se observa en la DAC6, auténtica piedra de toque del carácter 
instrumental del concepto. En efecto, la Directiva opta por un régimen de 
comunicación obligatoria de mecanismos transfronterizos potencialmente 
agresivos, basado en la identificación de hallmarks o indicadores de riesgo, sin 
que la obligación de reporte implique calificación jurídica alguna ni presunción de 
ilicitud. Antes, al contrario, la propia Directiva subraya que la falta de reacción 
administrativa frente a un mecanismo comunicado no supone su aceptación, del 
mismo modo que su comunicación no prejuzga su incompatibilidad con el 
ordenamiento. 

La planificación fiscal agresiva, se nos presenta así, tanto en la OCDE como en 
la Unión Europea, carente de una apropiada delimitación dogmática y ausente 
de las notas propias de lo que podría constituir un nuevo tipo de ilícito; pero con 
una indiscutible fuerza discursiva e instrumental capaz de anticipar el 
endurecimiento normativo que posteriormente se produjo, y de desplazar 
progresivamente los márgenes de tolerancia frente a determinadas prácticas 
antes de que dichos límites fueran efectivamente positivizados en los 
ordenamientos internos y en los tratados internacionales. 
  

 
35

 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo, sobre formas concretas de 

reforzar la lucha contra el fraude fiscal y la evasión fiscal, también en relación con terceros países. 

COM(2012) 351 final.  
36

 Recomendación (UE) 2012/772 de la Comisión de 6 de diciembre de 2012 sobre la planificación 

fiscal agresiva. (DOUE de 12 de diciembre de 2012). 
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2. PLANIFICACIÓN FISCAL INTERNACIONAL LÍCITA: ELEMENTOS 
ESTRUCTURALES. 

Si bien la planificación fiscal, en abstracto, constituye una actividad 
conceptualmente neutra, susceptible de orientarse a fines múltiples y de diversa 
naturaleza; cuando se concreta en la planificación fiscal internacional lícita, 
objeto del presente análisis, nos resulta posible identificar un conjunto de 
elementos estructurales sobre los que ordenar su estudio y orientar su 
valoración. Nos referimos a ellos, siquiera brevemente, en los siguientes 
subapartados. 

2.1. LA RENTABILIDAD FISCAL COMO OBJETIVO LEGÍTIMO. 

La planificación fiscal internacional puede legítimamente orientarse a la 
reducción y racionalización de la carga impositiva de los actos, hechos o 
negocios con trascendencia fiscal que las empresas o particulares se plantean 
en el desarrollo de sus actividades, en base a sus propios intereses o 
necesidades.  

Ahora bien, la planificación fiscal internacional lícita no pretende la eliminación o 
supresión absoluta y por cualquier medio, de la carga impositiva de las 
actividades, actos, hechos o negocios proyectados. Parte de asumir que las 
capacidades económicas que se pongan de manifiesto a resultas de tales 
actividades u operaciones llevarán aparejada una determinada tributación (y ello, 
sin perjuicio de los regímenes de exención a los que, en base a su actividad, 
pudiera acceder). Los contribuyentes con carácter general deben soportar, al 
menos, el gravamen correspondiente a su renta mundial, sometiendo a 
imposición toda actividad que tuviera algún reflejo en su capacidad económica 
con independencia del lugar del mundo en el que se manifieste; y sin perjuicio 
de la tributación que deba también satisfacerse en las jurisdicciones en las que 
se opera. Por tanto, la planificación consiste, más bien, en ordenar racionalmente 
la incidencia tributaria de estas operaciones, dentro de las alternativas ofrecidas 
por los distintos ordenamientos, sin desnaturalizar ni los mecanismos empleados 
ni su finalidad. 

En este punto, la planificación no es más que un medio para minimizar los costes 
de las operaciones, negocios o contratos proyectados, entre los que se hallan 
insertos los fiscales.  Para ello, es preciso realizar un análisis coste-beneficio 
amplio, en el que se contraponga, el ahorro fiscal con el coste directo de la 
planificación y también con los costes indirectos en los que se incurre como 
consecuencia de ésta. Entre dichos costes indirectos están, entre otros, los 
derivados de la complejidad operativa y la inseguridad e incertidumbre que 
puede provocar el sometimiento a jurisdicciones y regulaciones con las que el 
empresario o particular no está familiarizado37. 

Por otro lado, la rentabilidad fiscal no se proyecta sobre un momento aislado de 
la actividad económica, sino sobre el ciclo económico completo de la inversión o 
actividad con componente internacional. Si nos atenemos a las distintas fases 
de una inversión cross-border al uso, con carácter general, en este tipo de 
planificaciones se contemplarán ya ab initio; 

a) La estructura de inversión. 

 
37 Véase RODRÍGUEZ SANTOS (2005 y 2007). 
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En estos primeros momentos, adquieren especial relevancia las decisiones 
relativas a la forma jurídica elegida para canalizar la inversión, la naturaleza 
tributaria de los vehículos de inversión seleccionados, y su localización. 
Todos ellos, como decimos, aspectos de vital importancia que condicionarán 
significativamente el tratamiento tributario de la inversión en las fases 
subsiguientes, y que inciden directamente, entre otros aspectos, en la 
posibilidad de acceso o no a eventuales beneficios fiscales contemplados en 
las normas internas de las jurisdicciones afectadas o en los Convenios; los 
sistemas de recuperación de las eventuales pérdidas iniciales; o el grado de 
mitigación alcanzable ante los problemas de doble imposición que se 
susciten. 

Igualmente, deberá decidirse sobre la estructura de financiación de la 
inversión. La elección entre financiación mediante capital o deuda, la 
utilización de financiación intragrupo y los instrumentos jurídicos empleados 
condicionan, entre otros, la deducibilidad de los gastos financieros, la 
imposición de los flujos de renta generados, y la capacidad para movilizar 
recursos financieros entre entidades del mismo grupo de forma eficiente y 
sin una penalización fiscal desorbitada. En este sentido, el empleo de 
sociedades financieras o holding en el seno de los grupos empresariales 
puede facilitar la gestión de estos flujos financieros y los rozamientos fiscales 
asociados38, en cuyo caso, deberán reforzarse las cautelas en orden a evitar 
eventuales reproches posteriores, a tenor de la normativa antiabuso 
aplicable.  

Por otro lado, para competir en los mercados internacionales es necesario 
disponer de una estructura flexible que sea susceptible de acomodarse a los 
constantes cambios del entorno económico. La flexibilidad antedicha exige 
que eventuales reorganizaciones posteriores pueden llevarse a cabo con un 
coste fiscal reducido, o quedar acogidas a regímenes de neutralidad fiscal, 
preservando así su factibilidad y eficiencia. Por ello, parece conveniente que 
al menos el Estado desde donde se centralicen las inversiones exima en 
estos casos de gravamen a las ganancias de capital generadas en estos 
procesos, o lo difiera, lo que también resulta favorable, desde el punto de 
vista financiero, al retrasar el vencimiento de una obligación de pago como 
la tributaria39. Asimismo, el Estado desde donde se centralicen las 
inversiones debería disponer de una red de CDI con los países destinatarios 
finales de la inversión para evitar que las reorganizaciones supongan el 
devengo de impuestos en dichos Estados40. 

Todas estas decisiones, huelga decirlo, han de ser coherentes con la 
realidad económica subyacente, de forma que, entre otros aspectos, se 
cuente con medios materiales y humanos suficientes según la actividad 
desarrollada (substancia), y una adecuada asignación de funciones y riesgos 
(determinante en materia de precios de transferencia); por lo que, de partida, 
son decisiones que se presentan fuertemente condicionadas por los propios 
factores económicos de la inversión.   

 
38 Véase BRIONES FERNÁNDEZ (1993) y RODRÍGUEZ SANTOS (2005 y 2007). 
39 Véase DOMÍNGUEZ BARRERO (1994), GARCÍA-HERRERA BLANCO, GRAU RUIZ y HERRERA MOLINA 

(2006) y RODRÍGUEZ SANTOS (2005 y 2007).  
40 Véase BRIONES FERNÁNDEZ (1993). 
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b) La fiscalidad asociada al desarrollo y explotación de la inversión. 

En este estadio, en el que se generan los resultados económicos derivados 
de la actividad, la rentabilidad fiscal de la inversión viene condicionada por 
el tratamiento tributario en los Estados de la fuente y residencia de los 
beneficios o pérdidas obtenidos en el curso de la actividad; por la correcta 
imputación de las rentas entre las jurisdicciones afectadas; y por la 
estabilidad del marco fiscal aplicable durante la vida de la inversión. En este 
punto, es importante verificar la coherencia y consistencia entre la tributación 
asociada a la estructura inicialmente diseñada y la que deriva de la 
generación recurrente de resultados. 

c) La fiscalidad del retorno de la inversión. 

Cerrando el ciclo, la planificación fiscal internacional se proyecta también 
desde el inicio sobre la fiscalidad asociada al retorno de la inversión y de los 
rendimientos generados, ya sea mediante su reinversión en nuevas 
actividades, o mediante su repatriación al Estado de residencia del inversor. 
En esta fase, junto al atemperamiento de la doble imposición jurídica y 
económica internacional41, deberá considerarse entre otras, la posible 
existencia de exit-taxes; los regímenes de exención aplicables a posibles 
reinversiones; el tratamiento fiscal dado a eventuales pérdidas latentes; los 
efectos fiscales en los flujos en cascada dentro del grupo…, todo ello 
vinculado en cualquier caso a la modalidad jurídica de la desinversión 
(transmisión de participaciones, transmisión de activos, liquidación…). 

La consistente articulación de las decisiones adoptadas en cada una de estas 
fases, preservando tanto la racionalidad económica como la coherencia con su 
expresión contable y jurídica, evita que ventajas fiscales obtenidas en un estadio 
concreto se vean neutralizadas o comprometidas en fases posteriores. La 
planificación fiscal internacional lícita exige así, una visión global y anticipada del 
ciclo de la inversión, en la que la rentabilidad no se mida de forma fragmentaria, 
sino en términos de equilibrio fiscal agregado. Una rentabilidad que, como a 
continuación veremos, no puede desligarse del pleno respeto a la legalidad.  

2.2. LA LICITUD COMO CONDICIÓN ESTRUCTURAL. 

La licitud es un elemento estructural de la planificación fiscal internacional lícita. 
Y es que la rentabilidad fiscal, aun siendo un objetivo legítimo, se encuentra 
necesariamente subordinada al marco normativo aplicable, de modo que solo 
puede articularse válidamente dentro de los límites impuestos por los 
ordenamientos tributarios concurrentes. 

La exigencia de licitud se proyecta tanto sobre los medios empleados como 
sobre los resultados obtenidos, que han de ser plenamente compatibles con las 
legislaciones de todos los Estados que resulten relevantes en atención al 
supuesto de hecho sometido a planificación. En el ámbito internacional, alcanzar 
esta compatibilidad puede ser una tarea particularmente compleja, en la medida 

 
41 Como recuerda BRIONES FERNÁNDEZ (1993), los rendimientos de una inversión internacional 

soportan los impuestos del Estado de destino de la inversión, gravámenes sobre los dividendos en su 

distribución o repatriación y, adicionalmente, la imposición en el Estado de residencia del inversor Desde 

una perspectiva económica, esta multiplicidad de gravámenes introduce una cuña fiscal que puede 

distorsionar la rentabilidad esperada y condicionar las decisiones de inversión. 

. 
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en que una misma realidad económica puede quedar sujeta simultáneamente a 
la potestad tributaria de varios Estados. 

En efecto, como es sabido, la concurrencia de dos o más ordenamientos 
tributarios para gravar un mismo supuesto de hecho no es sino una especie 
concreta del genérico conflicto de leyes que constituye materia fundamental del 
Derecho Internacional Privado42. Cada ordenamiento resuelve unilateralmente 
dicho conflicto mediante normas de conexión que delimitan los elementos 
jurídicamente relevantes para afirmar su competencia excluyente. Entre los 
puntos de conexión más habitualmente utilizados destacan, la fuente de la renta, 
la situación del patrimonio o el lugar de ejercicio de los derechos y la residencia 
del contribuyente, de manera que se consideran competentes para gravar las 
rentas obtenidas en su territorio, los patrimonios en él situados o los derechos 
que se ejerzan en el mismo y, con carácter general todas las rentas que se 
obtengan por las personas o entidades consideradas residentes.  

Una vez delimitados los ordenamientos fiscales concurrentes, la licitud de la 
planificación fiscal internacional no cabe apreciarla atendiendo exclusivamente 
a la conformidad con un único ordenamiento, sino que exige tomar en 
consideración la totalidad de los ordenamientos concurrentes. Así, no cabe que 
los instrumentos de planificación utilizados se opongan a una norma de 
naturaleza imperativa de cualquiera de los ordenamientos afectados, aunque el 
mismo instrumento pudiera considerarse ajustado a Derecho en alguno de ellos. 
Sin embargo, nada impide que se elija entre los de carácter dispositivo que 
puedan contener las normas, ni la utilización de instituciones o contratos no 
regulados expresamente en un determinado ordenamiento, siempre que su 
calificación jurídica resulte admisible conforme a sus principios internos y a los 
criterios interpretativos aplicables43; lo que en general requerirá ausencia de 
artificiosidad y su justificación desde la realidad económica subyacente. 

2.3. LA PRUDENCIA COMO CRITERIO RECTOR. 

Junto al objetivo legítimo de rentabilidad fiscal y a la licitud como condición 
estructural, la prudencia se configura como un criterio rector llamado a presidir 
tanto el diseño como la evaluación de la planificación fiscal internacional lícita. 
Así, la prudencia, más que constituir un límite material de la planificación, modula 
su intensidad y orienta su configuración práctica, operando como un principio de 
autocontención en contextos caracterizados por la concurrencia de 
ordenamientos, la complejidad normativa y la incertidumbre interpretativa. 

La necesidad de actuar con prudencia resulta especialmente evidente en el 
ámbito internacional, donde a la volatilidad inherente a las normas tributarias se 
añade la interacción entre sistemas fiscales distintos, con conceptos jurídicos no 
siempre coincidentes y con criterios interpretativos potencialmente 
divergentes44. En este contexto, la planificación fiscal internacional lícita no 
puede construirse sobre interpretaciones extremas o sobre la explotación 
sistemática de zonas grises del ordenamiento, sino que exige la adopción de 

 
42 Véase RODRÍGUEZ SANTOS (2005 y 2007). 
43 Véase RODRÍGUEZ SANTOS (2005 y 2007). 
44 Dicho sin perjuicio de reconocer la estabilidad que otorgan los Convenios, especialmente al albur 

de los procedimientos rígidos de modificación de los mismos. Ver VALLEJO CHAMORRO Y GUTIÉRREZ 

LOUSA (2002). 
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posiciones razonables y defendibles, coherentes con la finalidad objetiva de las 
normas aplicables y con la práctica administrativa y jurisprudencial existente. 

Desde esta perspectiva, la prudencia se manifiesta, en primer término, en la 
elección de estructuras jurídicas y fiscales cuya sostenibilidad jurídica ulterior no 
dependa exclusivamente de interpretaciones controvertidas o de la ausencia 
coyuntural de reacción normativa; o incluso de la eficacia conocida o 
previsibilidad del control administrativo posterior. Ello exige atender no solo a la 
legalidad formal de las soluciones adoptadas, sino también a su capacidad para 
resistir un eventual examen ex post, conforme a las cláusulas antiabuso internas 
y convencionales, y al marco general de control y transparencia vigente. 

Asimismo, la prudencia exige una atención particular a la seguridad jurídica ex 
ante, favoreciendo, cuando resulte posible, el recurso a instrumentos que 
permitan reducir la incertidumbre interpretativa. Cobran aquí especial relevancia 
los pronunciamientos previos de la Administración tributaria, tales como las 
consultas vinculantes, los acuerdos previos de valoración o los procedimientos 
de acuerdo mutuo previstos en los Convenios para evitar la doble imposición, en 
la medida en que contribuyen a dotar de mayor previsibilidad a la planificación y 
a reforzar su estabilidad a medio y largo plazo. 

La prudencia se proyecta también sobre la gestión dinámica de la planificación 
a lo largo del ciclo de la inversión, exigiendo un seguimiento continuado de los 
cambios normativos y jurisprudenciales que puedan incidir en la planificación 
diseñada, a fin de realizar los ajustes precisos para alcanzar los objetivos 
propuestos manteniendo su licitud.  

Como criterio informador de las planificaciones fiscales lícitas, la prudencia, por 
tanto, contribuye decisivamente a dotarlas de estabilidad. 
 
3. PLANIFICACIÓN FISCAL INTERNACIONAL Y SOSTENIBILIDAD 

3.1  DE LA BENEFICENCIA A LA SOSTENIBILIDAD. 

En los últimos años se ha reconfigurado el marco conceptual desde el que se 
evalúa la conducta empresarial en tanto agente social, habiendo transitado 
desde la beneficencia hasta la actual sostenibilidad, pasando por la 
Responsabilidad Social Empresarial (RSE). 

En la beneficencia empresarial, encontraremos encomiables donaciones, 
patrocinios o iniciativas sociales, pero concebidas como un aditamento separado 
del núcleo del negocio. Se trata de actuaciones esencialmente discrecionales, 
dependientes de la voluntad de la propiedad y/o dirección de la empresa, que no 
alteran de manera significativa la cadena de valor ni el modo en que la empresa 
produce, organiza o gobierna su actividad. La beneficencia carece de exigibilidad 
jurídica y genera, a lo sumo, una expectativa moral difusa, siendo además 
difícilmente evaluable al medirse exclusivamente por el volumen de recursos 
aportados y no por los efectos producidos. 

Este modelo convivió históricamente con esquemas de legitimación empresarial 
basadas en su capacidad para la creación de empleo y riqueza45. Sin embargo, 
con el tiempo se hizo evidente que la beneficencia resultaba insuficiente para 

 
45 Recuérdese en este sentido la célebre “Doctrina Friedman” por la cual, la responsabilidad social 

de las empresas es incrementar sus beneficios. Véase FRIEDMAN (1970). 
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responder a las nuevas demandas sociales. Sin perjuicio de su indudable valor 
intrínseco, no bastaba para abordar la responsabilidad de la empresa por los 
impactos derivados de su actividad ordinaria. La creciente visibilidad de 
externalidades negativas -ambientales, laborales, sociales… - puso de 
manifiesto que una empresa podía simultáneamente desplegar una intensa 
actividad filantrópica y generar, a causa de su negocio, daños o riesgos a 
terceros no gestionados, que en modo alguno quedaban compensados por esta 
actividad. 

En este contexto, la empresa comienza a ser evaluada, no por su aportación 
caritativa o su gasto social, sino por la responsabilidad – accountability – que se 
deriva de su gestión ordinaria, desplazándose así el foco desde las iniciativas 
accesorias que pudiera acometer a su propia actividad o negocio. Una visión que 
es recogida por la Comisión Europea quien definió en 200146 la RSE como “la 
integración voluntaria, por parte de las empresas, de las preocupaciones 
sociales y medioambientales en sus operaciones comerciales y sus relaciones 
con sus interlocutores”. Pues bien, tan solo diez años más tarde, en 201147, la 
Comisión volvió a definirla, esta vez, de forma mucho más ambiciosa, como “la 
responsabilidad de las empresas por su impacto en la sociedad”. Se deshacía 
de este modo de la voluntariedad, haciendo de la RSE una cuestión ineludible e 
insoslayable. Así considerada, la RSE debía abandonar cualquier atisbo 
periférico para afectar de forma transversal, en el seno de las empresas, a los 
procesos de toma decisiones, operativas internas, y mecanismos de rendición 
de cuentas. 

En este punto, la empresa ya no se concibe, exclusivamente como, un 
instrumento de maximización del beneficio para sus accionistas y pasa a ser 
entendida como un actor institucional con capacidad para generar impactos 
relevantes sobre el desarrollo económico y social48. Progresivamente, la RSE va 
dejando de ser un mecanismo más o menos fragmentario que contrarresta 
externalidades negativas, para insertarse en una nueva lógica empresarial, en la 
que va adquiriendo una dimensión estratégica49. De este modo, poco a poco, la 

 
46 Véase Documento COM (2001) 366 final de 18 de julio de 2001 “Libro Verde: fomentar un marco 

europeo para la responsabilidad social de las empresas” 
47 Véase Documento COM (2011) 681 final de 25 de octubre de 2011 “Estrategia renovada de la UE 

para 2011-2014 sobre la responsabilidad social de las empresas” 
48 Una visión plenamente alineada con la teoría de los stakeholders, formulada años antes, según la 

cual la atención equilibrada a los intereses de los distintos grupos de interés contribuye a una mayor 

sostenibilidad y resiliencia organizativa. Véanse FREEMAN (1984); DONALDSON Y PRESTON (1995). En este 

punto, hacemos nuestra la definición de grupo de interés de AECA (2004) para quien los grupos de interés, 

partes interesadas o stakeholders lo constituyen aquellos grupos sociales e individuos afectados de una u 

otra forma por la existencia y acción de la empresa, con un interés legítimo, directo o indirecto, por la 

marcha de ésta, que influyen a su vez en la consecución de los objetivos marcados y su supervivencia. 

Pueden también identificarse como grupo de interés las generaciones venideras. Para MÉNDEZ PICAZO 

(2005) se encuentran en este grupo los empleados, los accionistas/propietarios, los clientes, los proveedores, 

los competidores, los agentes sociales (como sindicatos de trabajadores, asociaciones de consumidores, 

cámaras de comercio, organismos normalizadores, medios de comunicación, analistas, lobbies y 

organizaciones no gubernamentales, entre otros), las Administraciones públicas, la comunidad local, la 

sociedad y el público en general, así como el medio ambiente y las generaciones futuras. Como señala 

CUESTA GONZÁLEZ (2004), todos ellos son también activos de la empresa, que deben ser preservados y 

aumentar de valor. 
49 Algo que se apunta tempranamente en la literatura. Así, para PORTER Y KRAMER (2011), la empresa 

está llamada a generar valor compartido y simultáneo con las comunidades en donde opera. Esto exige 

reconcebir productos y mercados (para atender necesidades sociales), redefinir la productividad en la 
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RSE pasa a formar parte e integrarse en un marco conceptual más amplio: el de 
“sostenibilidad”. 

En efecto, aunque en su origen, la sostenibilidad nació para orientar políticas 
públicas dirigidas a evitar externalidades negativas de carácter medioambiental, 
a partir principalmente de la Cumbre de Río de 1992, deja de configurarse como 
una categoría estrictamente medioambiental para consolidarse como un 
principio estructural del desarrollo en todas sus dimensiones: económica, social 
y también medioambiental. Un proceso de ampliación que se ve acompasado de 
apelaciones explícitas a la participación de los actores económicos cuyas 
decisiones inciden directamente en todas estas dimensiones; y a los que deja de 
contemplárseles exclusivamente como sujetos responsables de mitigar impactos 
negativos, sino como agentes de transformación llamados a incorporar en sus 
propias estrategias la sostenibilidad. 

Así, mientras la RSE se articula fundamentalmente como un marco de 
responsabilidad y rendición de cuentas de la conducta empresarial, la 
sostenibilidad sitúa a las tres dimensiones mencionadas en el core estratégico 
de las empresas, lo que las exige conformar un modelo integral de gobierno y 
gestión sistemática de sus impactos y riesgos.  

Para operativizar este nuevo enfoque, se consolidan los denominados criterios 
ESG (Environmental, Social and Governance). Aunque inicialmente 
desarrollados en el ámbito de la financiación sostenible como instrumentos para 
el análisis de factores no financieros del riesgo y del valor a largo plazo, los 
criterios ESG han traducido la sostenibilidad en parámetros de gestión, medición 
y escrutinio comparables. 

En la Unión Europea, el tránsito desde la RSE hacia exigencias más intensas de 
rendición de cuentas propias de este nuevo marco se aprecia con claridad en la 
evolución del régimen de reporting. Así, de la Directiva 2014/95/UE de 
información no financiera (NFRD) - que, aun suponiendo un primer avance 
relevante, se caracterizaba por un elevado margen de flexibilidad, un alcance 
subjetivo limitado y una notable heterogeneidad en los contenidos divulgados - 
se ha pasado a la Corporate Sustainability Reporting Directive (CSRD)50, mucho 
más amplia, detallado y exigente, tanto en términos subjetivos como materiales. 
La CSRD se ve, además, complementada por estándares técnicos comunes 
(ESRS), adoptados mediante el Reglamento Delegado (UE) 2023/2772, que 
refuerzan la estandarización, comparabilidad y verificabilidad de la información, 
reduciendo significativamente los espacios de discrecionalidad. Todo ello, sobre 
la base de considerar a la sostenibilidad como un ámbito estructural de las 
corporaciones. 

Así, la sostenibilidad se ha convertido hoy, en un vector de acceso al capital, de 
legitimación social y reputacional de primer orden. De forma y manera, que la 

 
cadena de valor (abordando cuestiones como la energía, los recursos naturales, logísticas, de 

seguridad…que en realidad son costes ocultos) y desarrollar conexiones locales que permitan un 

fortalecimiento mutuo. En sentido similar, para GARCÍA POLO (2012), la toma en consideración de esta 

dimensión afecta positivamente a las empresas que evitan sanciones, dan confianza a inversores y 

accionistas, facilitan la financiación, mejoran la competitividad, mejoran la imagen de marca y reputación 

y, finalmente, reducen los riesgos y generan oportunidades. Todo ello amerita de este modo un abordaje 

estratégico. 
50 Directiva (UE) 2022/2464 del Parlamento y del Consejo de 14 de diciembre. 
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planificación fiscal internacional quedará inserta y deberá compatibilizarse con 
este marco. 

3.2  LA PLANIFICACIÓN FISCAL INTERNACIONAL SOSTENIBLE.  

La fiscalidad y la sostenibilidad quedan vinculadas por una razón obvia: los 
impuestos son el canal principal para la financiación de los bienes públicos y, por 
tanto, de la capacidad estatal para acometer objetivos sociales y 
medioambientales51.  

Hacer compatibles las legítimas aspiraciones de minimización de los costes 
impositivos por parte de las empresas, con las exigencias de financiación 
consustanciales a la sostenibilidad, podría conducir a nuestro juicio, a un doble 
equívoco52. Por un lado, un equívoco moralizante, en virtud del cual, las 
empresas deberían en este nuevo escenario satisfacer más de lo exigido por la 
norma - sea a través de economías de opción inversas, o por la realización de 
interpretaciones normativas “pro fisco” -, lo que no dejaría de responder a un 
espectro indeterminado de expectativas e introducir un grado tal de arbitrariedad 
e inseguridad en la fiscalidad que la harían difícilmente conciliable con las 
mínimas exigencias del Estado de Derecho en esta materia; y por otro lado, un 
equívoco economicista, de corte reduccionista, que conciba exclusivamente el 
tributo como un coste a ser en todo caso minimizado; ignorando las 
externalidades y riesgos asociados a este tipo de planteamientos (costes de 
capital, litigiosidad, impacto reputacional, efectos en las relaciones con la 
Administración y otros grupos de interés….). 

Por ello, descartados los dos extremos antedichos, parece apropiado transitar 
por un estadio intermedio, fundado en una planificación fiscal internacional lícita, 
y plenamente acorde con el marco normativo, en el que tributo ya no sea 
concebido exclusivamente como un coste minimizable, sino como una 
contribución (lo que excluiría de plano cualquier atisbo de planificación fiscal 
imprudente/agresiva)53; afianzado en tres pilares que entroncan con los criterios 
ESG (fundamentalmente sociales y de gobernanza):responsabilidad, 
transparencia, y cooperación.  

Nos detenemos brevemente a continuación en cada uno de estos pilares, en el 
entendido de que ya se ha expuesto qué ha de entenderse, a nuestro juicio, por 
una planificación fiscal lícita. El análisis que sigue no pretende redefinir dicho 
concepto, sino enunciar en este corto espacio, las exigencias adicionales que se 
derivan de su inserción en el marco de la sostenibilidad corporativa, en cuanto 
gobernanza, rendición de cuentas y legitimación social.  

3.2.1 Responsabilidad. 

 
51 Así lo demanda el Objetivo de Desarrollo Sostenible 17, en su apartado primero, en el que llama a 

la movilización de recursos financieros internos en aras a fortalecer la implementación de la Agenda 2030. 

Ver Resolución 70/1 aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 25 de septiembre de 2015.  
52 Entiéndase en todo caso desde la licitud. Lo que resulta inadmisible, desde la perspectiva de la 

sostenibilidad, es contemplar el concepto de planificación fiscal como un momento de ejercicio de un 

derecho, interés legítimo o expectativa de derecho a la minimización del propio impuesto de forma ilegal 

y artificiosa. El impuesto mínimo perseguible por el contribuyente no equivale a la minimización del 

impuesto, como medio de circunvenir objetiva y/o intencionalmente la actuación de la ley tributaria. Véase 

ROSEMBUJ (2009). 
53 En sentido similar, alejando la planificación de postulados agresivos, ver CALDERÓN CARRERO 

(2015).  
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El primer pilar sobre el que se articula la compatibilidad entre planificación fiscal 
internacional y sostenibilidad es la responsabilidad; entendida ni como un 
imperativo moral indeterminado, ni como la mera asunción de las consecuencias 
ex post impuestas por el ordenamiento ante eventuales cuestionamientos 
ulteriores, sino como la asunción estructurada y consciente de los riesgos, 
impactos y consecuencias derivados de dicha planificación. Y es que, cuando la 
planificación fiscal deja de concebirse como un ejercicio aislado de optimización 
técnica para integrarse en el ámbito de las decisiones estratégicas de la 
empresa, se derivan un conjunto de consecuencias directas en términos de 
gobernanza, control interno y accountability. 

Y así, en primer lugar, la responsabilidad se traduce en un desplazamiento del 
centro de decisión en materia tributaria. La planificación fiscal internacional, aun 
cuando siga siendo diseñada y ejecutada por áreas técnicas especializadas, 
pasa a quedar sujeta a definición, supervisión y validación por los órganos de 
administración, en cuanto parte integrante de la estrategia global de la empresa. 
En el ordenamiento español, este cambio encuentra una expresión normativa 
clara en la Ley de Sociedades de Capital, tras su modificación por la Ley 
31/2014, que atribuye al Consejo de Administración de las sociedades anónimas 
cotizadas facultades indelegables en materia de determinación de la estrategia 
fiscal y de política de control y gestión de riesgos, incluidos los fiscales. En el 
mismo sentido, el Código de Buenas Prácticas Tributarias - de carácter voluntario 
– exige que los Consejos estén informados, entre otras, de las consecuencias 
fiscales de las operaciones que deban ser sometidas a su aprobación. Desde 
esta perspectiva, la planificación fiscal internacional deja de ser un espacio de 
discrecionalidad técnica no supervisada para quedar sometido explícitamente a 
los deberes de diligencia y lealtad de los administradores54.  

En segundo lugar, y complementando a lo antedicho, la responsabilidad exige 
de las empresas contar con un sistema efectivo de gestión del riesgo fiscal. Más 
allá de las obligaciones que en materia de compliance deben abordar 
inexcusablemente determinadas entidades pertenecientes a sectores regulados; 
una mínima gestión prudente del hecho tributario requiere de cualquiera entidad 
desarrollar sistemas internos que las permitan gestionar el riesgo de 
incumplimiento tributario en sus múltiples vertientes (financiero, operativo, 
reputacional…). En este punto, consideramos que el estándar “UNE 
19.602:2019, sistemas de gestión de compliance tributario. Requisitos con 
orientación para su uso”, verificable por terceros, proporciona un marco 
apropiado y sólido para la identificación y evaluación sistemática de los riesgos 
fiscales, compatible con otros sistemas de gestión y control del riesgo de los que 
dispusiera la entidad. La extensión de estos sistemas de gestión a toda actividad 

 
54 Nótese en este punto, el alineamiento de este desplazamiento con esta nueva concepción estratégica 

del tributo como contribución que defendemos. Así, CALDERÓN CARRERO y QUINTAS SEARA (2015) 

señalaban hace ya una década cómo, y frente a lo que pueda pensarse, también los accionistas se ven 

afectados en la protección de sus propios intereses por las exigencias derivadas de la sostenibilidad, de 

forma que en cuanto vinculan fiscalidad con responsabilidad, no desean que el Consejo de Administración 

y la dirección de las compañías adopten posiciones que impliquen esquemas de planificación fiscal 

agresiva. En sentido similar, GASCÓN CATALÁN (2015) apuntaba que el aprovechamiento de las lagunas 

fiscales de los sistemas tributarios de los Estados y especialmente de la falta de coordinación entre éstos ha 

pasado de ser un objetivo que perseguir para reducir la factura fiscal, a constituir un riesgo reputacional 

creciente generadores de riesgos indeseados para las propias compañías. 
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(incluyendo, por lo que aquí interesa, a la planificación fiscal internacional), 
somete cualquier planificación al análisis estructurado de los riesgos que lo 
acompañan, contrastándola ex ante con el perfil de riesgo y con la estrategia 
fiscal general que hubiera desarrollado la propia entidad. Desde esta 
perspectiva, la planificación fiscal internacional ni se excluye ni se neutraliza, 
sino que se gobierna, sujetándola a procedimientos internos de evaluación, 
validación y supervisión. 

Finalmente, pero conectado e incardinado en lo antedicho, en cuanto 
accountability, se exige que las decisiones relevantes adoptadas en el marco de 
la actividad de planificación fiscal internacional sean identificables, atribuibles y 
justificables dentro de la propia estructura de la entidad. Ello requiere la 
existencia de circuitos claros de información a los órganos encargados de la 
aprobación y también de la posterior ejecución de la planificación realizada; 
documentación suficiente de las decisiones adoptadas y la posibilidad de 
supervisión y revisión por los órganos competentes. 

3.2.2 Transparencia. 

Junto a la responsabilidad, la transparencia constituye el segundo pilar sobre el 
que se articula a nuestro juicio la compatibilidad entre planificación fiscal 
internacional y sostenibilidad. En cierto modo, actúa como puente funcional 
convirtiendo un eventual debate técnico o reputacional, en un debate verificable, 
apoyado en datos. Algo inexcusable, en un entorno creciente de demanda 
informativa contrastable, como el actual. 

En los últimos años hemos asistido a un incremento significativo de las 
exigencias de transparencia obligatoria en materia fiscal, tanto hacia la 
Administración tributaria, como a la sociedad en su conjunto. Baste recordar 
entre las primeras, las nuevas obligaciones derivadas de la Directiva de 
Cooperación Administrativa - en las que se proporciona información propia y de 
terceros - insertas en la ingente cantidad de declaraciones informativas propias 
de los sistemas fiscales modernos, fuertemente digitalizados y muy 
dependientes para su gestión de la información que las empresas proporcionan; 
y entre las segundas, las que derivan de la información pública no financiera 
antes referida55. En este punto, no obstante, no deja de llamar la atención que, 
en el desarrollo técnico de la vigente Directiva, la fiscalidad sea sometida a un 
juicio previo de materialidad, difícilmente explicable ante los avances en la 
estandarización de esta información acometidos por, entre otros, la Global 
Reporting Initiative a través del GRI 20756. 

No obstante, más allá de estas obligaciones legales de divulgación, resulta 
particularmente relevante la evolución de la transparencia voluntaria, en cuanto 
manifestación de una concepción más exigente de la rendición de cuentas en 
materia fiscal. Transparencia voluntaria que, bien entendida en el seno de la 
empresa, y desde esa visión estratégica del hecho impositivo, no deja de 

 
55 Amén del Informe País por País, que antes de la obligación de su difusión pública impuesta por la 

Directiva (UE) 2021/2101, del Parlamento y del Consejo de 24 de noviembre de 2021, ya era reportada al 

amparo de la Directiva de Cooperación Administrativa. 
56 Según un informe conjunto elaborado por la Global Reporting Initiative y Delloite (Países Bajos), 

una proporción cada vez mayor de grandes empresas, incorpora ya información fiscal en sus informes de 

sostenibilidad siguiendo el estándar citado. Véase a este respecto GRI Y DELOITTE (2025). Para más detalle 

sobre el estándar, ver SESMA MORENO (2021). 
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constituir una oportunidad a la hora de explicar el sentido y la razonabilidad de 
las planificaciones fiscales de carácter internacional efectuadas, frente a los 
inversores, clientes, proveedores, trabajadores y la sociedad en general. Los 
informes conocidos como “Contribución Fiscal Global”, que de manera voluntaria 
cada vez más entidades hacen públicos anualmente, son un ejemplo preclaro de 
lo antedicho. No sólo aportan información cuantitativa, especialmente relevante 
para constatar el alineamiento de la generación de valor con la tributación 
efectiva - propio de cualquier planificación post-BEPS -, sino que también 
explicitan el racional de las decisiones adoptadas en el marco de sus estrategias, 
y el proceso seguido a cabo para su determinación y posterior control57.  

La planificación deja así de ser una actividad opaca o confinada al ámbito interno 
para convertirse en objeto de potencial escrutinio público, que indirectamente 
coadyuva a la prudencia que debe orientar esta actividad. De este modo, la 
transparencia actúa como filtro ex ante, que condiciona la selección de 
alternativas de planificación y desincentiva configuraciones cuya viabilidad 
dependa de la falta de visibilidad o puedan no ser comprendidas por terceros. 
Pero también actúa ex post: en este sentido, la transparencia voluntaria, eleva el 
umbral de legitimidad de las decisiones fiscales. Una planificación fiscal 
internacional será tanto más sostenible cuanto mayor sea su capacidad para ser 
comunicada y justificada en términos comprensibles y consistentes con el 
discurso corporativo, sin necesidad de recurrir a narrativas defensivas o a la 
fragmentación de la información. 

Por tanto, la transparencia no implica renunciar a una planificación fiscal 
internacional legitima en el que se minimicen los costes tributarios dentro del 
marco legal, pero sí trasladar su evaluación desde un plano estrictamente técnico 
hacia uno en el que adquieren relevancia su justificación, coherencia estratégica 
y capacidad para generar confianza. 

3.2.3 Cooperación. 

El tercer pilar que articula la compatibilidad entre planificación fiscal internacional 
y sostenibilidad es la cooperación, tanto con las Administraciones tributarias 
como con otros actores relevantes del entorno institucional y social. 

En relación con las Administraciones tributarias, se manifiesta de forma 
paradigmática en los modelos de cumplimiento cooperativo promovidos por la 
OCDE y desarrollados, con distintos matices, por diversos ordenamientos con 
enfoques internos y multilaterales (ICAP/ETACA). Bajo este modelo de relación, 
la planificación fiscal internacional lícita se integra en un marco de comunicación 
temprana, transparencia recíproca y gestión compartida del riesgo fiscal, 
orientado a reducir la incertidumbre, anticipar controversias y minimizar la 
litigiosidad. La cooperación no elimina el conflicto potencial inherente a la 
aplicación del Derecho tributario, pero desplaza su tratamiento hacia fases 
previas, favoreciendo soluciones más previsibles y estables. 

En efecto, como ocurría con la transparencia, estos esquemas inciden en la 
planificación fiscal internacional lícita acentuando la prudencia, puesto que su 
desarrollo no se hace depender de la eficacia de los controles administrativos 
posteriores, sino que se insertan en una dinámica de diálogo y evaluación del 
riesgo previas, en la que la empresa asume la responsabilidad de explicar el 

 
57 En sentido similar, GRAU RUIZ (2013). 
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racional económico y jurídico de las estructuras adoptadas, y la Administración 
orienta su actuación a la identificación temprana de áreas de riesgo significativo.  

La cooperación se proyecta, más allá de la relación bilateral con la 
Administración tributaria, a la interacción con el denominado tercer sector y con 
otros stakeholders relevantes. En el contexto de la sostenibilidad y de los criterios 
ESG, organizaciones de la sociedad civil, analistas independientes y plataformas 
multi-stakeholder desempeñan un papel creciente en la evaluación pública de 
las prácticas fiscales empresariales, contribuyendo a definir estándares de 
conducta y expectativas de legitimidad que, aun careciendo de fuerza normativa 
directa, influyen de manera significativa en la percepción social y reputacional de 
la empresa. 

En este plano, la cooperación no implica someter la planificación fiscal a juicios 
externos de oportunidad política o moral, sino articular espacios de diálogo 
estructurado que permitan explicar la lógica de las decisiones fiscales adoptadas 
y contrastarlas con las expectativas sociales emergentes. La interacción con el 
tercer sector contribuye así a anticipar tensiones reputacionales, a ajustar el 
discurso corporativo y a reforzar la coherencia entre la estrategia fiscal, la propia 
visión sobre la sostenibilidad y los compromisos públicos asumidos por la 
empresa. 

La cooperación actúa como elemento de cierre del triángulo formado por 
responsabilidad y transparencia. La planificación fiscal internacional lícita se 
concibe, en este marco, no como una actividad opaca o defensiva, sino como 
una práctica gobernada, susceptible de ser explicada, discutida y gestionada en 
entornos de confianza razonable. La cooperación refuerza así la legitimidad de 
la planificación fiscal dentro del paradigma de la sostenibilidad, al favorecer un 
equilibrio entre la defensa de intereses empresariales legítimos y las exigencias 
de previsibilidad, estabilidad y aceptación social propias del entorno ESG. 
 
4. CONCLUSIONES 

Para terminar, recogemos de forma muy sucinta, algunas conclusiones de 
alcance general derivadas de lo anteriormente expuesto. 

Primera: La planificación fiscal internacional, en cuanto economía de opción, no 
sólo es legítima, sino que, además, su licitud se encuentra constitucionalmente 
protegida. Por tanto, desde una perspectiva exclusivamente jurídica, deben 
desecharse los reproches de licitud sobre aquellas planificaciones fiscales que 
den como resultado una menor tributación que la que hubiera resultado de haber 
elegido el contribuyente otros negocios, actos, operaciones, actividades o 
estructuras (“economía de opción inversa”), si el contribuyente actúa dentro del 
marco normativo. Esto es, sin incurrir en elusión o evasión impositiva. 

Segunda: Junto al ahorro fiscal en cualesquiera de las fases del ciclo de 
inversión, una planificación fiscal internacional que se predique lícita atenderá a 
los requerimientos normativos de la totalidad de los ordenamientos afectados, 
guiada siempre por el principio de prudencia a fin de garantizar la seguridad de 
la planificación. 

Tercera: En una planificación internacional sostenible, subyace la consideración 
del tributo como contribución, y no tanto como gasto, lo que excluye 
planificaciones agresivas. Desde esta consideración, el tributo deberá ser 
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gestionado atribuyendo la responsabilidad máxima a los órganos societarios; de 
forma transparente a tenor de las demandas de los grupos de interés, y en 
cooperación con éstos.  
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